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Virgilio Hernández E. 

“Un paso para profundizar la representación  
y abrir cauce para el ejercicio de la democracia directa”

impedir que se utilice la propaganda de los dife-
rentes niveles de gobierno para promocionar 
obras que pueden beneficiar a una determinada 
organización política o candidato. La actual 
Constitución de la República prevé expresamente 
esas prohibiciones y la nueva ley garantiza este 
mandato.

En las nuevas disposiciones constitucionales 
se amplía la concepción de derechos políticos y 
se los concibe como derechos de participación. 
En la nueva ley se dan pasos para democratizar 
la representación y efectivizar el ejercicio de los 
mecanismos de democracia directa como la Con-
sulta Popular, Referéndum, Iniciativa Ciudadana 
y Revocatoria del Mandato.

Uno de los debates contemporáneos más 
profundos es el que tiene que ver con la cons-
trucción de democracias postliberales, es decir, 
aquéllas que sin despreciar la representación 
formal, establezcan formas de participación ciu-
dadana que democraticen las políticas públicas 
y la política misma. La incorporación de foros 
participativos, así como de mecanismos plebis-
citarios de democracia directa, lejos de desvir-
tuar las formas clásicas de la representación, la 
enriquecen y legitiman produciendo, al mismo 
tiempo, una democracia más participativa y una 
ciudadanía mejor informada y deliberante.

En la nueva ley se introduce un Título con 
cuatro capítulos que permitirá a los ciudadanos 
hacer efectivos los mecanismos de democracia 
directa y se regula de forma adecuada los requi-
sitos, plazos y condiciones para garantizar el 
derecho a presentar iniciativas normativas y de 
reforma constitucional. De igual forma se deter-
mina tanto la posibilidad de convocatorias a con-
sultas populares o referéndum, según el caso, 
ya sea por parte del Presidente de la República, 
los gobiernos seccionales, la iniciativa ciudadana 
e incluso la Asamblea Nacional, en el caso pre-
visto por la Constitución. También se regula el 
derecho a la revocatoria del mandato como un 
mecanismo efectivo de control social en base 
al principio constitucional de que la soberanía 
radica en el pueblo.

Las disposiciones sobre las 
organizaciones políticas

La Constitución del 2008 establece el marco 
para la transformación y democratización de los 
partidos y movimientos políticos. Entre los cam-
bios más significativos se encuentra la definición 

de los partidos y movimientos políticos como 
“organizaciones públicas no estatales, que cons-
tituyen expresiones de la pluralidad política del 
pueblo” sustentados en concepciones filosóficas, 
políticas, ideológicas, incluyentes y no discrimi-
natorias. Esta definición marca claras diferencias 
con el pasado en que las organizaciones políticas 
se convirtieron en grupos cerrados manejados, 
muchas veces, de forma patrimonial y sin cohe-
rencia política ni ideológica.

La disposición constitucional y la nueva ley 
disponen de forma imperativa que la organiza-
ción, estructura y funcionamiento de las orga-
nizaciones políticas deben ser democráticas y 
garantizar la alternabilidad, la rendición de cuen-
tas y la conformación paritaria entre mujeres 
y hombres de sus directivas. Además, dispone 
que tanto las directivas como sus candidaturas 
deben ser establecidas mediante procesos demo-
cráticos internos que pueden ser asambleas, pri-
marias abiertas o cerradas.

En la nueva ley se regula el nacimiento y los 
requisitos para la permanencia de los partidos 
políticos, superándose el solo criterio cuantita-
tivo del 5% de los votos válidos para conservar 
su reconocimiento. En ese sentido, se establece 
que los partidos mantendrán el registro siempre 
y cuando mantengan el 4% de los votos válidos 
nacionales o tengan, al menos tres Asambleístas, 
o una presencia con alcaldes en el 8% de can-
tones o por lo menos algún concejal en el 10% 
de los municipios del Ecuador. Esta disposición 
permitirá la existencia de partidos nacionales, 
pero también de aquellos que tengan fuerza en 
una determinada región o provincias. Además, el 
cumplimiento de estos requisitos les permitirá 
a los partidos recibir financiamiento que deberá 
ser fiscalizado por los órganos de control y debe-
rán además destinar una parte de esos recursos 
a desarrollar un instituto de formación política 
para su respectiva militancia. Los movimientos 
políticos, en cambio, pueden corresponder a 
cualquier nivel de gobierno y si en dos eleccio-
nes sucesivas obtienen más del cinco por ciento 
de los votos válidos recibirán recursos para que 
en una año cumplan los mismos requisitos que 
tienen los partidos. Es obligación tanto de los 
partidos como de los movimientos políticos 
establecer elementos distintivos de identidad y 
responder a principios políticos.

En la nueva ley se incentivan las alianzas 
generándose estímulos de carácter tributario, 
económico y se permite que las organizaciones 

Los principios del sistema electoral

La nueva ley Orgánica de Elecciones y Orga-
nizaciones Políticas, Código de la Democracia, 
acorde con lo dispuesto por la Constitución, 
establece un sistema electoral basado en los 
principios de proporcionalidad, igualdad del 
voto, equidad, paridad y alternabilidad entre 
mujeres y hombres; también prevé la prohibi-
ción de introducir reformas electorales por lo 
menos un año antes de la realización de cual-
quier proceso electoral. Para evitar que esta 
disposición pudiera afectar al normal desenvol-
vimiento de un proceso electoral en curso, en 
caso de declaratoria de inconstitucionalidad de 
una disposición, se faculta al Consejo Nacional 
Electoral para proponer a la Asamblea Nacional 
un proyecto de ley para que éste lo considere en 
un plazo no mayor de treinta días; de no ser tra-
tado dicho proyecto, entrará en vigencia por el 
ministerio de la ley.

El Estado, además, estará obligado a pro-
mover la representación paritaria de mujeres y 
hombres en los cargos de nominación o designa-
ción de la función pública, en sus instancias de 
dirección y decisión, así como en las direcciones 
y listas de los partidos y movimientos políticos.

Otro paso en la democratización del sistema 
electoral es la prohibición expresa a los actores 
políticos para que inviertan en la campaña en 
medios de comunicación social, garantizando 
el acceso a franjas publicitarias a todas las 
candidaturas nacionales y locales; y, por otro 
lado, estableciendo un estricto control del gasto 
electoral.

Un clamor ciudadano ha sido la prohibi-
ción de utilizar el aparato estatal y sus recursos 
en campañas electorales; de igual manera, el 

Los objetivos de la reforma política

Una de las perversidades de la política 
moderna es presentarnos asuntos de definición 
política como temas de carácter técnico, eso ha 
pasado generalmente con la política económica y 
en la discusión de algunos temas, que si bien se 
apoyan en desarrollos técnicos tienen objetivos 
políticos. 

No tiene sentido describir la nueva Ley 
Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, 
Código de la Democracia, sin establecer los obje-
tivos que para el sistema político ecuatoriano 
están inmersos en la nueva Constitución 2008. 
Entre ellos:

Generar mecanismos de corresponsabilidad 
política entre las funciones ejecutiva y legisla-
tiva, introduciendo frenos y contrapesos en el 
proceso decisional;

Eliminar la partidización de la justicia, tribu-•	
nales y organismos de control, garantizando 
su independencia y autonomía;
Incentivar la participación ciudadana en los •	
asuntos de interés público;
Democratizar el sistema electoral para recu-•	
perar la voluntad general del pueblo, la legi-
timidad, ganar en eficiencia y fortalecer las 
instancias de representación política;
Reconstruir un sistema de partidos como •	
organizaciones públicas no estatales, susten-
tados en corrientes políticas ideológicas; y,
Concretar un pacto territorial justo y redis-•	
tributivo mediante la profundización de las 
autonomías y la constitución de regiones.

Nueva Ley Orgánica Electoral  
y de Organizaciones Políticas

Virgilio Hernández— Profesor de Sistemas de Partidos y Elecciones de la 
PUCE, ex Asambleísta Constituyente y ex Presidente de la Mesa Constituyente 
2 de Participación Ciudadana y Sistemas de Representación, candidato a 
Asambleísta por el Movimiento País.
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bien concentran casi el 60% 
de los electores, de ninguna 
manera reflejan la situación 
del conjunto del país. En 
efecto, en el Ecuador para 
la elección de Asambleístas 
existen 7 provincias que eli-
gen 2 representantes; 6 que 
eligen tres, 6 que designan 
cuatro representantes; 4 que 
escogen cinco; una que elige 
ocho, otra que nombrará 12 
y otra 17 representantes. Para las elecciones sec-
cionales, se nombran entre cinco y quince conce-
jales con rangos de representación muy dispares. 

De estudios realizados3 se desprende que 
sólo en el 60% del país se podrían establecer 
circunscripciones uninominales en la misma 
provincia, mientras que en el 40% demandaría 
la unión de dos, tres, cuatro e incluso cinco pro-
vincias para lograr que cada uno de los distritos 
tenga un número similar o cercano de electores; 
jurisdicciones que en la mayor parte de los casos 
no están comunicadas ni existe historia de rela-
ción entre ellas, con lo cual, en vez de mejorarse 
la representación, se deterioraría. En el mencio-
nado estudio se establecen 100 circunscripcio-
nes, 63 en una sola provincia y 37 conformadas 
por varias provincias, pero de las 63, 46 corres-
ponden a las que podrían formarse en Guayas, 
Pichincha y Manabí 

La nueva Ley establece distritos de carác-
ter único, que incluye las circunscripciones del 
territorio nacional y las especiales del exterior 
para la elección de Presidente y Vicepresidente 
de la República, quince asambleístas nacionales, 
parlamentarios andinos y representantes al par-
lamento latinoamericano.

De la misma forma, se mantienen distritos 
unipersonales para las elecciones de gobernacio-
nes regionales, alcaldías metropolitanas y canto-
nales, binomios de prefectura y viceprefectura, 
en su respectivo ámbito.

En cuanto a los distritos pluripersonales 
para asambleístas, se mantiene la regla de dos 
representantes de base por provincia o distrito 
metropolitano y uno más por cada doscientos 
mil habitantes, pero se incorpora la obligato-
riedad para aquellas provincias que elijan entre 

3 Conformación de distritos electorales en el Ecuador, Rochina García Chris-
tian, Cepeda de la Torre Carlos, Mimeo, marzo, 2007

8 y 12 representantes, de subdividirse en dos 
distritos electorales, las que elijan entre 13 y 18 
representantes, en tres distritos electorales y las 
que superen los 18 representantes, en cuatro 
subdistritos. Esta reforma permitirá a su vez que 
las circunscripciones más grandes no concentren 
en un solo cantón toda la representación, sino 
que ésta exprese de forma más democrática las 
diversas particularidades existentes. 

En la nueva ley, se prevé la conformación 
de Los Consejos Regionales y los Concejos Dis-
tritales Metropolitanos Autónomos integrados 
en forma proporcional a la población urbana y 
rural. Adicionalmente, se contempla que para las 
circunscripciones urbanas que elijan entre ocho 
y doce representantes se subdividirán a su vez 
en dos circunscripciones, aquellas que pasen de 
trece y hasta diez y ocho 18 se subdividirán en 
tres 3 y las que pasen de diez y ocho lo harán en 
cuatro circunscripciones; también la propuesta 
de ley, reordena la representación de los conce-
jos municipales.

Forma de la lista y de la votación

Es necesario distinguir entre las candidatu-
ras que son unipersonales y aquellas que requie-
ren de la conformación de una lista, que puede 
ser cerrada, cerrada y desbloqueada y abierta.

La lista abierta, que consta en la nueva ley, le 
permite al elector la posibilidad de escoger por 
una sola lista (favorece el voto ideológico) o por 
distintos candidatos de diferentes listas; pero al 
haber subdividido las provincias más grandes se 
disminuye la complejidad y facilita la elección 
del ciudadano. Por otro lado, ahora las organi-
zaciones políticas tienen la obligación de que 
sus listas respondan a procesos democráticos 
internos.

que se unan puedan agregar las franjas publici-
tarias, que en los procesos electorales les corres-
ponde; esto busca impulsar la conformación de 
coaliciones ideológico-políticas.

En la nueva ley se establecen además las 
normas que hagan posible las disposiciones 
constitucionales para el ejercicio de la democra-
cia al interior de las organizaciones políticas.

De la misma forma, en esta ley se posibilita 
el ejercicio del derecho de la oposición y se posi-
bilita la realización de Rondas de Diálogo como 
mecanismo de debate y deliberación pública. 

La nueva Función Electoral

En la nueva Ley orgánica electoral y de orga-
nizaciones políticas de la República del Ecuador, 
Código de la Democracia, se delimitan cuidado-
samente las competencias de los órganos de la 
Función Electoral, tanto del Consejo Nacional 
Electoral como del Tribunal Contenciosos Electo-
ral; de igual manera, se determina el tratamiento 
de los medios de impugnación, tanto administra-
tivos como judiciales.

Especial atención se pone en el manejo de 
los plazos para garantizar que los sujetos polí-
ticos no se vean afectados por la irresponsabili-
dad o ineficiencia de los órganos de la función 
electoral.

De igual forma, en la nueva Ley, se estable-
cen las infracciones electorales y las sanciones 
para dichas faltas; se prevé la obligación de los 
órganos electorales de poner en conocimiento 
de la Fiscalía y de la Justicia Ordinaria cuando 
se encuentren presunciones de responsabilidad 
penal.

En los procedimientos que estarán a cargo 
del Tribunal Contencioso Electoral, se garantiza 
y observa el cumplimiento de las normas inter-
nacionales sobre el debido proceso y el derecho 
de defensa. El Proyecto establece el procedi-
miento en sede administrativa y dos instancias 
jurisdiccionales en el Tribunal, sentencias que 
permitirán la creación de jurisprudencia en el 
campo electoral.

Gran parte de la deslegitimación pública que 
han sufrido las organizaciones políticas se debe 
a la poca credibilidad de sus órganos y sistemas 
de democracia interna. En este sentido, recor-
demos que eran los líderes partidistas los que 
dirimían en última instancia los conflictos inter-
nos. La Constitución y la nueva Ley establecen 
obligatoriamente la existencia de mecanismos 

y procedimientos de reclamos y dirimencia al 
interior de las organizaciones políticas, los mis-
mos que deberán observar y asegurar los prin-
cipios del debido proceso. Una vez agotadas las 
instancias de reclamo interno los y las afiliadas 
perjudicadas podrán acudir con su reclamo ante 
el Tribunal Contencioso Electoral para que juz-
gue y dirima en última instancia la conflictividad 
interna de las organizaciones políticas.

Los elementos del sistema electoral

Como dice Dieter Nohlen “Los sistemas elec-
torales son estructuras complejas. Se componen 
de diferentes elementos técnicos que pueden 
agruparse en cuatro áreas: la distribución de 
las circunscripciones electorales, la forma de la 
candidatura y la votación y la transformación 
de votos en escaños. Cada uno de los distintos 
elementos, en particular, ejerce efectos muy 
diferentes en el conjunto del sistema electoral 
y en el resultado de una elección. Los efectos 
políticos de un sistema electoral en su conjunto 
dependen de la combinación de los distintos 
elementos particulares, los que pueden ser refor-
zados, eliminados o neutralizados a través de su 
combinación” 1

Las circunscripciones electorales

La distribución de las circunscripciones 
tiene que ver con el número y tamaño de cada 
distrito electoral, entendiendo que el tamaño no 
está relacionado con la extensión geográfica sino 
con el número de escaños que se adjudican; así 
por ejemplo, podemos encontrar en el Ecuador 
circunscripciones con una extensión territorial 
muy grande y sin embargo son pequeñas desde 
el punto de vista electoral, como por ejemplo, 
las de la región amazónica; otras, en cambio, son 
de extensión territorial pequeña, aunque electo-
ralmente pueden considerarse medianas como 
Tungurahua, Los Ríos o Azuay2 

Un elemento adicional que debemos consi-
derar es que cuando se plantea los distritos uni-
nominales, generalmente se está pensando en la 
situación de las 3 provincias más grandes, que si 

1 Nohlen, Dieter, Sistemas Electorales y reforma electoral. Una Introducción, 
Biblioteca de la Reforma Política, Ágora Democrática, Lima Perú, 2004. 

2 Hay una discusión entre diferentes autores sobre el tamaño de las circuns-
cripciones, algunos consideran que incluso las que eligen cinco escaños son 
medianas.

Nueva Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas

En la nueva ley, se prevé la conformación de Los Consejos 
Regionales y los Concejos Distritales Metropolitanos Autóno-
mos integrados en forma proporcional a la población urbana y 
rural.
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La fórmula de adjudicación 
de escaños 

La conversión de votos 
a escaños opera a través de 
la determinación de una fór-
mula electoral, es decir, de 
un método que determina 
quién o quienes triunfan en 
una elección. Estas fórmulas 
pueden ser mayoritarias o 
proporcionales.

En las elecciones pluripersonales la fórmula 
electoral debe determinar qué fuerzas políticas 
y candidatos ganan, de esta forma se hace evi-
dente el principio de representación que anima 
al sistema electoral, aunque no sólo debe consi-
derarse el método, sino también la combinación 
del conjunto de elementos que componen el 
sistema. Además, la selección de un método pro-
porcional no necesariamente asegura una partici-
pación más amplia, puesto que dependiendo de 
la fórmula que se utilice, se puede obtener resul-
tados indistintos que a su vez, estarán influen-
ciados por otros elementos como el tamaño de la 
circunscripción o la existencia o no de barreras 
legales.

Es importante indicar que no existe una fór-
mula que refleje exactamente todas las volunta-
des expresadas por los electores como un espejo, 
por ello, la fórmula también es un mecanismo de 
agregación de preferencias.

En la nueva ley se propone la aplicación del 
método D’Hondt, de acuerdo a quién haya obte-
nido las mayores preferencias, pero al mismo 

tiempo se modifican las circunscripciones y se 
simplifica la forma de votación. Con estos cam-
bios se permitirá que el voto no se fragmente al 
punto de impedir la adopción de decisiones o el 
bloqueo institucional, pero al mismo tiempo, se 
mantendrá el principio de representación pro-
porcional establecido en la Constitución.

No consideraron adecuado introducir barre-
ras legales, por cuanto, esto le restaría mayor 
proporcionalidad al sistema electoral, puesto 
que con circunscripciones pequeñas y media-
nas, la barrera natural es alta y por tanto fijar 
barreras concentraría la representación de forma 
antidemocrática

Sin duda, el mayor límite de la ley fue su 
discusión en plazos acotados, pero al mismo 
tiempo, abre la puerta para mejorar la calidad de 
la representación y abrir las puertas del sistema 
político al ejercicio de la democracia directa; sólo 
el tiempo y la capacidad de la ciudadanía nos 
permitirá analizar sus potencialidades y detectar 
sus vacíos. 

favoreció por una parte a los grupos económi-
camente más fuertes, facilitando su dominio de 
los mercados y la apropiación de los recursos 
naturales2, y por otra parte, a las élites políticas 
oligárquicas3, que impulsaron el modelo de “des-
centralización a la carta” y de “autonomías al 
andar”. Ambos sectores estrechamente ligados 
unos y otros.

El cambio del régimen constitucional implica 
una ruptura radical en el ordenamiento econó-
mico, social, político y territorial del país, y en 
la medida en que se profundice a través de las 
leyes, de las instituciones y de la conciencia ciu-
dadana, trastocará sustancialmente las inequita-
tivas relaciones sociales existentes, cimentando 
una modificación histórica de la correlación polí-
tica en la sociedad ecuatoriana.

Descentralización y autonomía para el Buen Vivir

El Ordenamiento Territorial previsto en la 
nueva Constitución, que se efectuará a través del 
régimen seccional autónomo y mediante las figu-
ras de autonomía y descentralización constituye 
una de las herramientas claves para la transfor-
mación social, pero no deja de ser sólo un medio 
para alcanzar la finalidad del Buen vivir. 

2  Se refiere a los mercados financieros, comerciales, laborales, así como a los 
recursos como el petróleo, turísticos, mineros, etc.

3  De base regional y que tradicionalmente dominan y gestionan el poder des-
de una lógica patrimonial
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No existe una fórmula que refleje exactamente todas las 
voluntades expresadas por los electores como un espejo, por 
ello, la fórmula también es un mecanismo de agregación de 
preferencias.

El Régimen del Buen Vivir

La nueva Constitución aprobada mediante 
plebiscito en octubre pasado está cobijada por 
un techo programático cuya finalidad última es 
el Buen vivir o Sumak Kausai. Se trata de un con-
cepto “postcapitalista” inspirado en la cosmovi-
sión campesino-indígena, que establece la prima-
cía del enfoque de justicia y armonía en todos 
los aspectos de la convivencia humana, social y 
con la naturaleza: i) a nivel político impulsa con 
fuerza la participación ciudadana y social, mejo-
rando también la representación; ii) a nivel eco-
nómico, establece que el régimen económico del 
país es “solidario”; iii) a nivel social crea un sis-
tema de inclusión y equidad para la protección 
integral de las personas y universaliza derechos 
básicos como la educación, la salud, la seguridad 
social, la alimentación, además de que desa-
rrolla los derechos para los grupos de atención 
prioritaria; iv) a nivel cultural instituye el estado 
plurinacional e intercultural, reconociendo dere-
chos colectivos de grupos étnicos; v) a nivel de la 
justicia restablece el derecho ciudadano a la jus-
ticia, secuestrado y en manos de grupos corpo-
rativos y políticos; vi) a nivel ambiental instituye 
por primera vez en el mundo, los derechos de la 
naturaleza.

El Buen vivir rompe radicalmente con el 
enfoque jurídico-institucional pre existente1 que 
profundizó la economía social de mercado y la 
supuesta libertad de los agentes particulares. 
La Constitución de Montecristi trastoca el deno-
minado pacto social constitucional de 1998 que 

1 A ser reemplazado con una nueva normativa acorde con la nueva 
Constitución.
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